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CAPÍTULO XV. LA MINORIDAD1

1. Noción2 
La minoridad es un estado de incapacidad de obrar en razón de la edad, esto 
es por ser menor de dieciocho (18) años. Así pues la minoridad supone –en 
principio– una incapacidad general, salvo que la ley conceda como en efecto lo 
hace capacidad al menor en algunos supuestos. Menor de edad es el ser huma-
no que aún no ha alcanzado la mayoridad y por lo tanto se extiende desde el 
día del nacimiento hasta la fecha en que se cumple los dieciocho años3. Mino-
ridad y mayoridad son pues dos estados diversos delimitados por los 18 años4.

La expresión “menor de edad” o “menor” sigue teniendo a nuestro criterio 
validez al margen del lenguaje de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, 
Niñas y Adolescentes (LOPNNA)5 pues simplemente denota a quien tiene 
menos de 18 años. De allí que a nuestro criterio la distinción entre “minori-
dad y mayoridad” sigue presentado indudable aplicación técnica y práctica.

1	 Véase: Domínguez Guillén, Minoridad y mayoridad…, pp. 193-219; Varela Cáceres, Edison Lucio: 
Introducción al Derecho de la niñez y de la adolescencia. En: Revista Venezolana de Legislación 
y Jurisprudencia. Caracas, Nº 4, 2014, pp. 129-169; Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 211-221; 
Hung Vaillant, Derecho…, pp. 247-273; La Roche, ob. cit., pp. 85-89; Marín Echeverría, ob. cit., 
pp. 146 y 147; Graterón Garrido, ob. cit., pp. 169-185; Rodríguez, ob. cit., pp. 327-335; Peñaranda 
Quintero, Derecho…, p. 65; Poles de Graciotti y otros, ob. cit., pp. 203-216; Parra Lucán, María 
Ángeles y Rafael Arenas García: Minoría de edad. En: Tratado de Derecho de la persona física, 
Civitas /Thomsom Reuters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ Coord. J. Sole Resina), España, 2013, 
T. I, pp. 579-641.

2	 Véase: Domínguez Guillén, Minoridad y mayoridad…, pp. 197-213.
3	 Serrano Alonso, ob. cit., p. 37; Medina De Lemus, Manuel: Derecho Civil. Tomo I. Parte General. 

Madrid, Editorial Dilex S.L, 2006, p. 142, El tiempo de existencia que media entre el nacimiento 
y la mayoridad de la persona se denomina minoría de edad; Parra Lucán y Arenas García, ob. cit., 
p. 583, la minoría de edad se define por contraposición a la mayoría de edad. 

4	 Véase: Albaladejo, ob. cit., p. 248, “por razón de su edad el sujeto puede ser menor o mayor: se es 
menor hasta los dieciocho años; mayor de edad en adelante”.

5	 Las pretendidas alusiones peyorativas que algunos imputan al término e insisten en asociarlo a 
“inferior” en categoría y derechos, reflejan un desconocimiento por el lenguaje técnico civil. Véase: 
Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 92 y ss.; Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 214; Hung Vaillant, 
Notas…, p. 341, nota 1; Baumeister Toledo, Alberto: Anotaciones sobre la nueva normativa de la 
Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente relacionadas con los procedimientos 
de familia y de menores. En: III Jornadas de Derecho Procesal Civil Dr. Arístides Rengel Romberg. 
Caracas, Universidad Católica “Andrés Bello”, Fundación Pérez Llantada, 2000, p. 93. (La 
eliminación del término la refería expresamente la Exposición de Motivos de la LOPNA de 1998). 
Por otra parte, si de terminología apropiada se trata, se afirma que el término correcto en cierta 
etapa no es “niño”. Véase: Rico Pérez, Francisco: La Protección de los Menores en la Constitución y 
en el Derecho Civil. Madrid, edit. Montecorvo S.A., 1980, p. 19, a quien no razona se le dice que es 
un “niño”. La expresión correcta para Rico es “infancia”, pues ésta alude claramente al “estado de 
niño” y está referida a los primeros tiempos de vida; Marcón, Osvaldo Agustín: Derecho de Menores 
interdisciplinario. Argentina, edit. Juris, 2004, pp. 39-41, titula el capítulo “Menor: Un adjetivo 
advenido sustantivo” y comenta que el término ha sido discutido sin que los argumentos logren 
demostrar la factibilidad de un cambio por lo que en todo caso propone referirse a “sujeto menor”.
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La Convención sobre los Derechos del Niño entiende por niño todo menor 
de 18 años6; la LOPNNA (art. 2) distingue dentro de la minoridad en una 
forma más precisa entre niños (menos de 12 años) y adolescentes (12 años 
en adelante)7. Algunos diferencian la infancia (desde el nacimiento hasta los 
7 años) de la prepubertad que media entre los 7 y los 12 o 14 años8. Siendo 
tales edades claves en las facultades compresivas del menor9. De allí que tra-
dicionalmente se haya asociado en principio10 la madurez con el desarrollo 
físico o pubertad11. Tales distinciones si bien no rígidas son importantes pues 
son tomadas en cuenta por el Legislador para atribuirle capacidad de obrar la 
menor para ciertos actos a medida que se aproxima a la mayoridad.

La edad da testimonio de un proceso de maduración contenido en la secuen-
cia cronológica del transcurso de vida en los sujetos12; se trata de un proceso 
progresivo de desarrollo que el Derecho reconoce13. La “salida de la minoría 
de edad” es un proceso continuo que los seres humanos van realizando pro-
gresivamente desde la niñez a la adultez a medida que alcanzan suficiente 
entendimiento, voluntad y experiencia de juicio, o sea, capacidad, para actuar 
de forma autónoma cada vez en más ámbitos de la vida. El carácter continuo 
y progresivo del proceso debe reflejarse adecuadamente en el ordenamiento 

 6	 Véase: Art. 1 “Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano 
menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado 
antes la mayoría de edad”.

 7	 “Artículo 2. Definición de niño, niña y adolescente.
	 Se entiende por niño o niña toda persona con menos de doce años de edad. Se entiende por 

adolescente toda persona con doce años o más y menos de dieciocho años de edad.
	 Si existieren dudas acerca de si una persona es niño o adolescente, niña o adolescente, se le 

presumirá niño o niña, hasta prueba en contrario. Si existieren dudas acerca de si una persona es 
adolescente o mayor de dieciocho años, se le presumirá adolescente, hasta prueba en contrario”.

 8	 Véase: Rogel Vide, Carlos: Estudios de Derecho Civil. Personas y Familia. Madrid, Reus, 2008, p. 
42; Parra Benítez, ob. cit., 2002, p. 66, distingue al infante que no ha cumplido 7 años, al impúber 
que no tiene 12 o 14 años, al púber (capacidad para engendrar) si tiene esta última edad según 
sea varón o mujer –y que en el derecho venezolano es simplemente adolescente–, menor de edad 
quien no ha cumplido los 18 años y mayor de edad o simplemente mayor si ya los cumplió.

 9	 Véase: Stilerman, Marta: Menores, Tenencia, Régimen de visitas. Buenos Aires, edit. Universidad, 
1991, p. 72, Se ha considerado que el menor tiene ya desde los siete (7) u ocho (8) años, juicios 
de claridad y que a los doce (12) ya ha adquirido capacidad de simbolización. 

10	Ello ante lo temprano que en nuestro medio ciertos menores acceden al desarrollo biológico, pues 
algunos ni siquiera han alcanzado la edad legal de la adolescencia. 

11	Véase: Ballesteros Beltrán, Jaime: El menor impúber y su capacidad negocial. En: Familia, tecnología 
y Derecho. Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2002, p. 160, la práctica de atar 
jurídicamente la edad con la capacidad, pero de modo específico la pubertad, ha obedecido siempre 
a criterios naturales perfectamente entendibles, recogidos por el Derecho romano; Noceti, María 
Belén: La minoridad como elemento de sostén institucional y político. En: Revista Mad. Nº 19, Sep. 
2008, Departamento de Antropología, Universidad de Chile, p. 44, www.revistamad.uchile.cl/19/
Noceti_03.pdf la niñez fue asociada al período de inmadurez del ser humano (cita a Doménech). 

12	Degano, Jorge Alejandro: La ficción jurídica de la minoridad y la subjetividad infantil. En: 
Fundamentos en Humanidades, Universidad Nacional de San Luis, Año VI, Nº 2, 12/2005, p. 30.

13	Véase: Parra Benítez, ob. cit., p. 66, cita sentencia SU-642 de 5, XI, 1998, La Corte Constitucional 
colombiana en 1998 indicó que la diferencia de edad a objeto de adquirir capacidad de obrar 
“se basa en el reconocimiento de la naturaleza evolutiva del ser humano, quien “es el resultado 
de un proceso en el que el individuo avanza paulatinamente en el conocimiento de sí mismo y 
en el reconocimiento y uso de sus potencialidades y capacidades, descubriéndose como un ser 
autónomo, particular y diferente”.
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jurídico14. Y así por ejemplo, en materia de derechos personalísimos se alude 
a considerar la opinión del menor al margen de su incapacidad si cuenta con 
discernimiento15.

A objeto de evitar un examen particular del caso concreto, el Legislador 
establece una edad estándar en la que en la generalidad de los casos se supone 
un suficiente desarrollo intelectual. La madurez y la edad, son criterios de 
política legislativa, pues es discutible que toda persona a medida que avanza 
en edad va siendo más madura o que antes de la mayoridad no lo era16. Los 
Códigos Civiles modernos, en aras a la seguridad del tráfico jurídico, fijan un 
momento concreto, teniendo en cuenta el normal desenvolvimiento mental, 
a partir del cual se declara la mayor edad y se le atribuye la capacidad ple-
na17. La edad es tenida en cuenta por el Derecho porque éste asocia tal dato 
objetivo a la posesión de aptitud que cree exigible para realizar determinados 
actos y negocios18. La edad constituye así una circunstancia modificativa de 
la capacidad de la persona19.

2. Culminación20

Obviamente la minoridad culmina o se extingue con la mayoridad21. El artículo 
18 del CC establece “Es mayor de edad quien haya cumplido dieciocho (18) 

14	Simón Lorda, Pablo: Madurez, capacidad y autonomía. En: EIDON Nº 41, Revista española de 
Bioética, 2014, http://www.revistaeidon.es/index.php/ficha/36/Madurez-capacidad-y-autonoma 
El concepto de “minoría de edad legal” debe dejar de tener el carácter “fuerte” que ha tenido 
clásicamente –heredado de las concepciones naturalistas pre-modernas que vienen del derecho 
romano–, como afirmación del tipo “todo o nada” e integrarse como un hito más, el de la capacidad.

15	Véase: Simón Lorda, ob. cit., aunque admitamos que un menor pueda tener capacidad psicológica 
suficiente para tomar decisiones, aunque se lo reconozcamos desde el punto de vista legal, aun 
cuando pensemos que tiene información suficiente, que actúa con libertad y que su entorno apoya 
el ejercicio de su autonomía, siempre existe la duda sobre su grado de experiencia para llevar a 
cabo esta tarea de manera prudente. Pero conviene no magnificar en exceso este problema. 

16	Maluquer de Motes, ob. cit., p. 57.
17	O’Callaghan, ob. cit., p. 273; La Roche, ob. cit., p. 86, casi todas las legislaciones del mundo, fijan 

un límite cronológico determinado para establecer la mayoridad; Marín Echeverría, ob. cit., p. 147, 
el legislador está obligado a prefijar el momento en que el individuo adquiere plena capacidad, 
guiándose por la experiencia universal. 

18	Diez-Picazo y Gullón, ob. cit., p. 229; Parra Lucán y Arenas García, ob. cit., p. 581, la edad es dato 
que utiliza el ordenamiento para atribuir capacidad de obrar, así como atribuir capacidades 
especiales.

19	López Sánchez, Cristina: La responsabilidad civil del menor. Madrid, Dykinson, 2ª reimp., 2003, p. 39.
20	 Véase: Domínguez Guillén, Minoridad y mayoridad…, pp. 208-211.
21	Véase entre otras: Juez Nº 1 del Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de 

la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Sent. 30-4-10, Exp. 3090 http://falcon.tsj.gov.ve/
decisiones/2010/abril/521-30-3090-676.html. “Sin embargo, en el caso de autos ha cambiado la 
situación de derecho, porque se ha extinguido el régimen de minoridad del ciudadano, y por lo 
tanto ha cambiado ya no una situación de hecho sino de derecho, ya que el mencionado ciudadano 
es mayor de edad, encontrándose la misma dentro del régimen de mayoridad, con ahora una 
situación de derecho distinta, con sus consecuencias jurídicas” ; Sala 2 del Despacho del Tribunal 
de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Sent. 
21-9-09, Exp.9943, http://barinas.tsj.gov.ve/decisiones/2009/septiembre/522-21-9943-1358.html, 
se declara “EXTINGUIDO EL REGIMEN DE MINORIDAD, del ciudadano …. por haber alcanzado 
la mayoridad”; Sala 1 del Despacho del Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente 
de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Sent 11-1-05, Exp. 00692, http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2005/enero/521-11-692-03.html “...el régimen de minoridad se ha extinguido …”; Juzgado 
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años …”. Con anterioridad a la Reforma del Código Civil venezolano de 1982 la 
mayoría de edad se adquiría a los veintiún (21) años. Pero el CC de 1942 fue re-
formado en atención a criterios modernos al respecto22. En el derecho romano 
la minoridad se extendía hasta los 25 años. La revolución redujo la edad de la 
mayoría a los 21 años23. La vida y la naturaleza nos enseñan que el ser humano 
a medida que crece aumenta sus posibilidades de comprensión y discerni-
miento: es lógico que el Derecho coloque un límite racional a la minoridad.

Múltiples razones imponen la reducción de 21 a 18 años, en concordancia 
con lo establecido actualmente por la mayor parte de los países de occidente24. 
La tendencia parece apuntar a ampliar la capacidad del menor25. Ello es ajeno 
a la independencia económica del individuo26. Pues ciertamente, tal edad de 18 
años constituye un tiempo razonable para admitir en condiciones normales el 
discernimiento extensible a la generalidad de los actos jurídicos y la salida de 
la potestad de terceros; la privación del autogobierno, resulta modernamente 
a todas luces exagerada, respecto de personas que superen dicha edad. 

Superior-Sala de Apelaciones del Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la 
Circunscripción Judicial del estado Zulia, Sent. 10-3-10, Exp. 01446-10, “…el Tribunal de la causa, 
declara extinguido el régimen de minoridad…”

22	Véase: Poleo de Báez, Yolanda: Razones para establecer la mayoridad a los 18 años. En: Revista 
FORUM Colegio de Abogados del Estado Aragua Nº 2, 1983, pp. 107-116; Tudares de González, 
Trina: Familia, Derecho y cambio social. Maracaibo, Universidad del Zulia, 1989, pp. 94 y 95, en 
esta materia el proyectista se acogió a criterios sustentados por la mayoría de países de Europa y 
América y la tesis, ya establecida por las Naciones Unidas, sobre la edad de la capacidad plena de 
las personas… Modificación que se fundamentó además en la opinión de médicos, juristas, etc.; 
Sánchez Brito, ob. cit., p. 119; Valencia Zea, Arturo y Alvaro Ortiz Monsalve: Derecho Civil. Parte 
General y Personas. Colombia, edit. Temis, 15ª edic., 2000, T. I, p. 482.

23	Planiol y Ripert, Derecho…, p. 250. Véase también reseñando la mayoridad en el Derecho romanos 
a los 25 años: Olmo, Juan Pablo, ob. cit., p. 30; Gutiérrez Campos, José Vicente: Aspectos Generales. 
Origen y evolución del Derecho de Menores en Venezuela. El Ministerio Público de Menores. La Ley 
Tutelar de Menores y los órganos auxiliares. p. 15, http://catalogo.mp.gob.ve/min-publico/bases/
marc/texto/Monografia/MP.346.211.V5566.p.11-33.pdf. 

24	Rabinovich-Berkman, ob. cit., pp. 457 y 458, “Es un estado de cosas ridículo, contradictorio y 
denigrante, razón por la cual intervenimos en la redacción de un proyecto de ley de mayoría 
de edad a los dieciocho años, que obtuvo media sanción en Diputados, pero fue rechazado por 
el Senado, en virtud de la férrea oposición de representantes de algunas provincias, ante lo que 
vieron como un ataque a la estructura tradicional de la familia. No lo creemos así. No se pueden 
poner diques al océano. La realidad es que los jóvenes de hoy cargan con esos últimos años de su 
minoridad como una pesada cruz, doblemente triste por innecesaria. Pobres de los padres que 
necesitan del poder que les da el ordenamiento para encaminar a sus vástagos de esa edad. A 
ningún niño se le debe pegar, ni encerrar, ni aun gritarle más de lo estrictamente preciso. Pero a 
un muchacho o chica de más de dieciocho años, es ya hacerlo con un adulto. Que la familia está 
en crisis, lo sabemos y lamentamos duramente. Que la represión sea el remedio, nos parece una 
miopía mental”. 

25	Gardeazabal del Río, Francisco Javier: ¿Menores de edad? ¿Hasta cuándo? En: Notario del siglo 
XXI, Revista on line del Colegio Notarial de Madrid Nº 47, enero-febrero 2013, http://www.
elnotario.es/index.php/hemeroteca/revista-47/opinion/opinion/165-menores-de-edad-hasta-
cuando-0-3123530236187885 es una situación de tendencia generalizada la reducción de la edad.

26	La circunstancia de que a tal edad (18) no se tenga independencia económica, porque aun no 
se cuenta con una profesión u oficio –que podría ciertamente dar lugar a una extensión de la 
obligación de manutención hasta los 25 años (LOPNNA, art. 383, b)– no justifica en modo alguno 
una ampliación de la minoridad hasta esta última edad como en tiempos de antaño. Lo contrario 
significaría asimilar madurez a independencia económica, siendo que la última no presenta –a 
diferencia de la madurez biológica y mental– un patrón uniforme. Véase: Domínguez Guillén, 
Ensayos…, pp. 211-213, Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, pp. 54-57 
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Comenta Lasarte que tal reducción era necesaria27 y acota que la mayoridad 
está prevista en la Constitución española constituyendo tal constitucionaliza-
ción una originalidad de dicho texto28. En el ámbito nacional, Marín Echeve-
rría, refiere que “debiera ser la Constitución de la República la que contenga 
la regla para que, por su generalidad, fuese aplicable por igual a todos los 
órdenes legales”29. La Carta Magna en su artículo 64 establece la edad de 18 
años a los efectos del derecho al voto.

Ahora bien, aunque resulte obvio, la minoridad se extiende hasta el momen-
to en que se hace efectivo el status contrario, a saber, “la mayoridad”, esto es al 
cumplir los 18 años. La doctrina se pregunta en qué instante del día del citado 
aniversario 18 se alcanza la mayoridad (se pierde la minoridad); ¿Si al inicio del 
día, al final del día o en la hora exacta de nacimiento que indica la respectiva 
partida? Para un sector de la doctrina esta última referencia luce como la apro-
piada30 y por tal la necesidad de la mención de la “hora” en la correspondiente 
acta31. Aguilar Gorrondona, recomienda que vista la discusión, lo mejor será 
abstenerse de realizar actos jurídicos el día del cumpleaños número dieciocho32.

La doctrina española reseña que la discrecionalidad en la fijación de la edad 
tiene también su reflejo en la elección del mecanismo de cómputo de la mis-
ma; se distingue uno natural que mide el tiempo de momento en momento, 
que incluye minutos y horas; y un cómputo civil que supone la consideración 
de los días como unidades, lo que excluye la dificultad de fijar el momento 
u hora inicial33. Por su parte, González del Solar refiere acertadamente que 
“como los años se cuentan conforme a las disposiciones que el mismo Código 
incluye para el cómputo de los términos, por lo que corren desde la media-
noche en que termina el día en que comienzan y finalizan en la medianoche 

27	Véase: Lasarte, ob. cit., pp. 222 y 223, la reducción de la edad para alcanzar la mayoridad era 
conveniente y lógica no solo desde la perspectiva del sistema jurídico sino también en dependencia 
de la formación e instrucción de los jóvenes y su aptitud para las relaciones sociales y asumir 
responsabilidades.

28	Ibid., p. 224.
29	Marín Echeverría, ob. cit., p. 147.
30	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 216, algunos sostenían que se alcanzaba la mayoridad al 

comenzar el día del décimo octavo aniversario, otros al finalizar este día, y otros, que a la misma 
hora del nacimiento (de allí la mención que exige la ley), este último criterio parece ser el más 
aceptable a decir del autor. En el mismo sentido: Hung Vaillant, Derecho…, p. 247; Planiol y Ripert, 
o Derecho…, p. 250, la edad debe calcularse por horas, a la hora de nacimiento indicada en el acta, 
y ponen por ejemplo que una persona nacida el 1 de febrero a la 6 de la mañana, alcanzará la 
mayoría de edad a esa hora, pudiendo celebrar ese día cualquier acto.

31	Véase con relación a la partida de nacimiento: LORC, artículo 93, num. 1 (y en relación a las 
partidas en general LORC, artículo 81, num. 4). Véase con anterioridad: Código Civil (CC), arts. 
448 y 466. 

32	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 216, “Aunque en la práctica lo más prudente es que la 
persona se abstenga de realizar negocios jurídicos para cuya validez se requiera ser mayor de 
edad, hasta el día siguiente al décimo octavo aniversario”.

33	Véase: Maluquer de Motes, ob. cit., p. 58; Moro Almaraz y Sánchez Cid, ob. cit., p. 125; Moreno Quesada 
y otros, ob. cit., p. 102; Lete del Río, ob. cit., pp. 62 y 63; Carrasco Perera, ob. cit., p. 101; Serrano 
Alonso, ob. cit., pp. 35 y 36; O’Callaghan, ob. cit., p. 273; Rodes LLoret, Fernando: Enfermedad 
mental. Aspectos médicos forenses. Madrid-Buenos Aires-México, Díaz de Santos, 2006, p. 7.
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en que termina el último día”34. En Venezuela, pensamos que encontraría 
aplicación el artículo 12 del CC35 al asunto en comentarios según el cual  
“…los días se entenderán de veinticuatro horas, los cuales terminarán a las 
doce de la noche…”, toda vez que dicha norma agrega que la disposición tiene 
proyección general (“… esta mismas reglas son aplicables a la computación 
de las fechas y lapsos que se señalan en las obligaciones y demás actos…”). 
De allí, concluiríamos que se precisa culminar el día número dieciocho para 
alcanzar la mayoridad, amén de que a decir de la doctrina es la interpreta-
ción que más favorece la protección del menor36, de una forma semejante a 
la que podría acontecer en materia penal. La necesidad de la indicación de la 
hora del nacimiento en la partida, podría ser importante para otros efectos 
como la primogenitura para una adquisición a título gratuito37, así como en 
la partida de defunción sería importante la hora a los efectos de desvirtuar la 
presunción de conmoriencia38. 

Consideramos que en materia de validez de actos de naturaleza civil, pare-
ciera poco probable la impugnación en atención a unas horas39, pero el asunto 
puede presentarse particularmente importante en materia penal, propiciando 
una diferencia de tratamiento sustancial en razón de la edad, siendo proce-
dente la interpretación más favorable en razón del principio in dubio pro 
reo. Principio que se hace más trascendente en materia minoril y se alude a 
“in dubio pro reo iuvenali” como un refuerzo a los principios protectores del 
menor40. La LOPNNA establece un sistema penal de responsabilidad de ado-

34	González del Solar, José H.: Derecho de la Minoridad. Protección Jurídica de la Niñez. Córdoba, 
Argentina, edit. Mediterránea, 2005, pp. 60 y 61.

35	Que prevé: “Los lapsos de años o meses se contarán desde el día siguiente al de la fecha del acto 
que da lugar al lapso, y concluirán el día de fecha igual a la del acto, del año o mes que corresponda 
para completar el número del lapso.

	 El lapso que, según la regla anterior, debiera cumplirse en un día de que carezca el mes, se enten-
derá vencido el último de ese mes.

	 Los lapsos de días u horas se contarán desde el día u hora siguiente a los en que se ha verificado 
el acto que da lugar al lapso.

	 Los días se entenderán de veinticuatro horas, los cuales terminarán a las doce de la noche.
	 Cuando, según la Ley, deba distinguirse el día de la noche, aquél se entiende desde que nace hasta 

que se pone el sol.
	 Estas mismas reglas son aplicables a la computación de las fechas y lapsos que se señalan en las 

obligaciones y demás actos, cuando las partes que en ellos intervengan no pacten o declaren otra 
cosa”. Véase sobre dicha norma: Código Civil de Venezuela. Artículos 1 al 18…, pp. 473-488; Juzgado 
Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y Bancario del Primer 
Circuito Judicial del Estado Sucre, Sent. 20-9-05, Exp. 08859, http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2005/
septiembre/1241-20-08859-0254-2005-I.html “El artículo 12 del Código Civil, norma general”.

36	Véase: Rogel Vide, ob. cit., p. 42.
37	Mención exigida en las partidas en general (véase supra) y que resulta importante respecto 

al momento o instante en que comienza o se produce el hecho o acto (nacimiento, muerte o 
matrimonio) pero que es discutible aplique al caso en comentarios. 

38	Véase: Domínguez Guillén, Inicio y extinción…, p. 240.
39	Recordemos que la incapacidad de protección sólo puede ser alegada o demandada por el propio 

incapaz pues el régimen existe en su beneficio y protección; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 45 y 46.
40	Véase: Cillero Bruñol, Miguel: De la tutela a las garantías: consideraciones sobre el proceso penal y 

la justicia de adolescentes. En: Revista de Derecho del Niño Nº 2, 2003, Jaime Couso Salas (Director). 
Santiago de Chile, Universidad Diego Portales y UNICEF, 2004, p. 77, (http://www.unicef.cl/unicef/
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lescentes diferenciado del adulto41 en cuanto a la pena42. Vale recordar que 
de conformidad con el artículo 2 de la LOPNNA de existir dudas sobre si se 
es mayor de edad o adolescente, se presumirá esto último43.

Si el individuo nació en una fecha que no tiene lugar en el cumpleaños 
número dieciocho (18), a saber, el 29 de febrero, esto es nació un año bisiesto, 
se admite que alcanza la mayoridad el último día del mes correspondiente, 
esto es, el 28 de febrero44. Amén de la lógica ello se deriva del citado artículo 
12 del CC, que aunque referido al cómputo de lapsos, no parece encontrar 
razones que exceptúen de su aplicación al ámbito que nos ocupa.

3. Efectos. Capacidad45

La incapacidad de los menores se debe al orden natural de las cosas y no ne-
cesita justificarse; el menor carece de experiencia para conducir la vida por sí 
solo46. La minoridad se traduce en una suerte de garantía a favor del menor47; 
“un medio de protección”48. Así se admite que el objeto de la minoridad es 
resguardar al sujeto dada la incompletud que su condición le impone, y por 
ende la necesidad de protección49. De allí la existencia de los distintos regí-
menes de protección a su favor.

Aunque la minoridad se defina como una situación de incapacidad de obrar 
por la edad, son importantes los supuestos en que el Legislador le concede al 
menor de edad capacidad de obrar plena o limitada para ciertos actos jurídicos50.  

public/archivos.../92/Derechos2.pdf); Villalba, Carlos: Límite de edad. En: Revista de la Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 77, Universidad Central de Venezuela, 1990, pp. 183-190.

41	Véase: Varela Cáceres, Introducción…, pp. 164-167; Varela Cáceres, Edison Lucio: Problema en 
Pollensa: nueve casos sobre la actividad de la defensa pública en materia de derecho de la niñez y 
de la adolescencia. En: Revista de Derecho de la Defensa Pública Nº 1, 2015, pp. 115-159, www.
defensapublica.gob.ve/wp-content/uploads/2016/07/RDDP.pdf ; Tribunal Primero de Control del 
Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Extensión Barlovento, 
Sección Adolescentes, con sede en Guarenas, Sent. 8-3-07, Causa Nº 1C-950-06, http://miranda.tsj.gov.
ve/decisiones/2007/marzo/84-8-1C-950-06-1C-950-06.html. “Tampoco existe en nuestra legislación 
penal de adolescentes, Incapacidad procesal ya que es considerado penalmente responsable”.

42	La edad es importante en el ámbito penal a los efectos de la medida aplicable al adolescente así 
como constituye atenuante una vez superada la mayoridad si se es menor de 21 años (Código 
Penal, art. 74.1), edad ésta que también podría ser considerada excepcionalmente a los efectos 
del cumplimiento de la pena. La LOPNNA regula lo conducente. 

43	Véase también: Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal del Estado Bolívar, Sent. 23-2-07, 
Exp. FP01-R-2007-000017, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2007/febrero/1021-23-FP01-R-2007-
000017-FG012007000055.html. 

44	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 216. 
45	Rinessi, Antonio Juan: La capacidad de los menores. Academia Nacional de Derecho y Ciencias 

Sociales de Córdoba, pp. 1-31 , www.acaderc.org.ar.
46	Planiol y Ripert: Derecho…, p. 250.
47	Puig Peña, ob. cit., p. 269, para garantizar la infancia contra su debilidad y falta de experiencia, la 

juventud contra sus pasiones, y la sociedad misma contra el peligro de una igualdad quimérica… 
tiene hondo sentido jurídico la edad.

48	González del Solar, ob. cit., p. 60.
49	Véase: Degano, ob. cit., p. 27.
50	Véase: Maluquer de Motes, ob. cit., pp. 58 y 59, indica que el legislador español toma en cuenta 

ciertas edades del menor (12, 14 y 16 para ciertos efectos jurídicos).
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Esto porque aunque formalmente para la generalidad de los actos la ley haya fi-
jado como tiempo de mayoridad la edad de 18 años, lo cierto es que la madurez 
es progresiva, no se adquiere de un día para otro, y a partir de la adolescencia 
(12 años) el menor inicia una etapa de desarrollo paulatino en atención al 
discernimiento51. De allí que el orden jurídico le conceda progresivas posibili-
dades de actuación al menor a partir de la edad de 12 años52 y especialmente 
a medida que va incrementándose (14 o 16 años), y por ende le otorgue capa-
cidad plena o capacidad limitada para realizar actos jurídicos53. La capacidad 
negocial plena (se actúa por sí solo) se aprecia en el menor en materia de re-
conocimiento filiatorio54, testamento55, ámbito laboral56, cambio de nombre57, 
entre otros supuestos que implican posibilidad autónoma de actuación58. La 
capacidad limitada (precisa autorización o asistencia) se aprecia por ejemplo 

51	El discernimiento alude a la posibilidad de distinguir o discernir en una forma básica sobre la 
trascendencia y consecuencias de las acciones, de diferenciar entre lo bueno y lo malo. Y que le 
atribuye en condiciones normales al adolescente “capacidad delictual”, esto es la posibilidad de 
responder por hecho ilícito. Pues todo el que ocasiona un daño a otro, debe repararlo civilmente 
(Véase CC, art. 1185). Véase también: Domínguez Guillén, Diccionario…, pp. 61 y 62; Rodríguez 
Cazorla, Luis Alfonso: La capacidad. http://www.monografias.com/trabajos65/capacidad-legal-
peru/capacidad-legal-peru2.shtml; “Se entiende como discernimiento aquella aptitud mental que 
permite distinguir y reconocer las cosas y los valores”.

52	Véase en materia de legitimación directa: LOPNNA, arts. 349, 353, 359, 361, 376, 509.
53	Véase: Marín Echeverría, ob. cit., p. 190, sin perjuicio de la edad en que se adquiere la capacidad 

plena, se fija antes de ésta, otras que conceden facultades según el acto jurídico a realizar. 
54	Véase Ley Orgánica de Registro Civil (LORC), artículo 90, “Las niñas o las adolescentes podrán 

declarar el nacimiento de su hijo recién nacido o hija recién nacida ante la respectiva oficina 
o unidad de Registro Civil, sin que medie autorización de sus progenitores, representantes o 
responsables……Los adolescentes varones, mayores de catorce años de edad, podrán declarar el 
nacimiento de su hijo recién nacido o hija recién nacida, sin autorización judicial previa…”. Véase 
con anterioridad: CC, art. 222, Ley para Protección de la Familia, la maternidad y la paternidad, 
art 22; “Instructivo del Proceso de Identificación Civil de Niños, Niñas y Adolescentes nacidos en 
Venezuela”, (Gaceta Oficial Nº 37.771 del 9-9-03), artículo II.1.2.2.1.

55	Véase: CC, art.837, ord. 1; Domínguez Guillén, Manual de Derecho Sucesorio…, pp. 282 y 283.
56	Véase: LOPNNA, art. 100; Domínguez Guillén, María Candelaria: La capacidad laboral del menor 

de edad. En: Estudios sobre Derecho del Trabajo. Libro Homenaje a José Ramón Duque Sánchez. 
Colección Libros Homenaje Nº 9. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2003, T. I, pp. 377-401; 
Domínguez Guillén, María Candelaria: La capacidad laboral de los incapaces de obrar. En: Sobre 
Derecho del Trabajo y Derecho de la Seguridad Social. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 
Colección Estudios Jurídicos Nº 23, 2009, pp. 321-326; García Calles, Indira: Protección del 
trabajador menor de edad en la legislación venezolana. En: Revista de Derecho de la Defensa 
Pública Nº 2, 2016, pp. 277-302; González S., Juliet A.: El adolescente trabajador y su derecho 
a la educación como garantía constitucional. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Políticas Nº 6, Universidad de Carabobo, 2010, pp. 341-358. Véase también sobre el Derecho a la 
sindicalización: LOPNNA, art. 101, Derecho de huelga: LOPNNA, art. 103.

57	Véase: LORC, art. 146, “si es adolescente mayor de catorce años podrá solicitar personalmente el 
cambio de nombre propio”.

58	Véase: CC, art. 263. El menor de edad ejerce la patria potestad de sus hijos, específicamente el 
atributo por excelencia de la misma, esto es, la responsabilidad de crianza (antigua “guarda”), 
aunque en razón de su incapacidad de obrar no ejerza los atributos de representación y 
administración (arts. 263 y 277 CC); tal supuesto no es consecuencia de atribución de capacidad 
de obrar (negocial) sino deriva del autogobierno adquirido por el menor de edad que se constituye 
en progenitor; LOPNNA, art. 84, parágrafos 2 y 3, constitución de personas incorporales sin 
fines de lucro (parágrafo 2) aunque precisen represente legal con capacidad para obligarse 
patrimonialmente (parágrafo ·). Así mismo según la LOPNNA, arts. 500, 501 y 414, el adolescente 
debe dar autorización para su adopción y el cambio de nombre derivada de ésta. En materia penal, 
de conformidad con el artículo 656 de la LOPNNA, el adolescente imputado puede elegir defensor 
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en materia de matrimonio59, concubinato60, capitulaciones matrimoniales61, 
administración de los bienes producto del trabajo62, reconocimiento filiatorio 
en caso de varones menores de 14 años63 y derecho de autor64. Por lo que se 
afirma que “debe tenerse presente que dentro del concepto general del menor 
de edad hay matizaciones en relación con la edad concreta del individuo, de 
modo que dentro de ella hay supuestos de mayor o menor grado de capacidad 
de obrar65. Ello porque la ley atiende a la madurez progresiva del adolescente, 
permitiéndole ciertas posibilidades jurídicas de actuación antes de tener capa-
cidad de obrar plena derivada de la mayoridad pero cuando se acerca a ésta.66

Coetáneamente, la LOPNNA de 2007 en su artículo 451 despejando las du-
das sobre las impropiedades que se suscitaron a raíz de la ley anterior (LOPNA 
de 1998)67, señala que el adolescente tendrá capacidad procesal plena en aque-
llos casos en que la ley le otorga capacidad de obrar, que a nuestro entender 
será generalmente la “negocial”68, pues la capacidad “delictual” depende del 
discernimiento69. Ello es distinto, a la participación activa o derecho de acceso 

o rechazar el que le suministren sus progenitores, representantes o responsables; LORC, art. 134, 
la declaración de acogerse a la nacionalidad venezolana puede realizarse libremente a los 14 años.

59	Véase: CC, artículos 46, 59 y ss, 62, 131, ord. 3º; TSJ/SConst., Sent. Nº 1353 del 16-10-14, la edad 
prescrita en el artículo 46 del CC (14 años la mujer y 16 el varón) varió a 16 para ambos; Espinoza 
Melet, Manuel: El matrimonio de los adolescentes. En: Libro Homenaje a la Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales en el Centenario de su fundación 1915-2015, Caracas, Colección Centenario, 
ACIENPOL, 2015, T, IV, pp. 2753-2784. 

60	Véase: LORC señala en forma genérica en su art. 121, señala que no podrán registrarse uniones 
de hecho (numeral 2) de los adolescentes menores de 14 años y el artículo 120, num. 8 eiusdem 
dispone que las actas deben contener “autorización de los padres o representantes, en los casos de 
adolescentes”. Véase sin embargo, estableciendo apropiadamente la diferencia de edad de 14 años 
para la mujer y 16 para el varón (Reglamento…, art. 66, num. 4) aunque debería resultar afectada 
por la citada sentencia citada supra inmediatamente relativa a la edad para contraer matrimonio.

61	Véase: CC, art. 146. 
62	Véase: CC, art. 273.
63	Véase LORC, artículo 90: “...en los casos de los niños o adolescentes menores de catorce años, se 

requerirá autorización previa del padre y la madre, del Consejo de Protección del Niño, Niña y 
Adolescente o del Tribunal de Protección del Niño, Niña y Adolescente”. 

64	Véase: Ley sobre el Derecho de Autor, art. 31. En cuanto a la capacidad procesal el artículo 32.
65	Serrano Alonso, ob. cit., p. 37.
66	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 105: “En ocasiones la ley, concede capacidad de obrar al 

menor según su edad, porque esta se acerca al límite de la mayoridad y supone per se un mayor 
grado de discernimiento”.

67	 En que se pretendió sostener la capacidad plena de niños y adolescentes en función de los artículos 
86 y 87 de la LOPNA (véase: Hung Vaillant, Francisco: Notas sobre la capacidad jurídica de niños 
y adolescentes a la luz de la LOPNA. En: Revista de Derecho Nº 2, Caracas, Tribunal Supremo de 
Justicia, 2000, pp. 341-359 (especialmente p. 354). 

68	Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Más sobre la capacidad procesal del menor (a propósito 
del artículo 451 de la Ley Orgánica para la protección de niños, niñas y adolescentes). En: Revista 
de Derecho Nº 29, Tribunal Supremo de Justicia, 2009, pp. 97-123. Véase con anterioridad a la 
LOPNNA de 2007: Domínguez Guillén, María Candelaria: La capacidad procesal del menor de edad. 
En: Nuevos Estudios de Derecho Procesal. Homenaje a José Andrés Fuenmayor. Colección Libros 
Homenaje Nº 8. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra Aranguren Editor, 2002, 
Tomo I, pp. 427-464; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 89-130; Varela Cáceres, La designación…., 
pp. 484-490.

69	Véase: CC, artículo 1186. Según dicha norma, el incapaz responde por su hecho ilícito si ha 
actuado con discernimiento. El adolescente ya cuenta con discernimiento por lo que en principio 
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a la justicia de todo menor de edad que puede plantear directamente su peti-
ción o requerir protección al margen de su incapacidad de obrar; siendo ese 
el sentido de los artículos 85, 86 y 8770 de la LOPNNA71, según ha referido el 
Máximo Tribunal72. Pues no toda intervención del menor en el proceso como 
la testimonial73 supone capacidad procesal. Debe concluirse que en aquellos 
casos en que la concesión por la ley de la capacidad negocial sea limitada, así 
también lo será en el ámbito procesal74. El orden jurídico simplemente pro-
yecta o reconoce en materia de capacidad una realidad natural en atención a 
la madurez75 y desarrollo normal del individuo. 

4. Regímenes y medidas de protección
La minoridad da lugar a diferentes regímenes de protección76. El menor de 
edad que no ha contraído matrimonio está sometido no obstante las excep-

responde por su propia conducta antijurídica y culpable; Código Civil de Venezuela. Artículos 1.186 
al 1.191…, pp. 15-108; Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Protección del Niño y del 
Adolescente y Bancario del Primer Circuito Judicial del Estado Sucre, Sent. 19-1-07, Exp. Nº 06-
4284, http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2007/enero/1191-19-06-4284-381.html “…capacidad delictual 
(aptitud para resultar obligado por actos ilícitos), que en nuestro ordenamiento deriva de la aptitud 
de discernimiento (artículo 1186 del Código Civil)…”; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 38-40.

70	Véase sobre tales normas: Sánchez Brito, Eloísa: Análisis de la capacidad jurídica, procesal de 
niños, niñas y adolescentes desde un enfoque constitucional, LOPNA y Código Civil, pp. 112 y 113, 
servicio.cid.uc.edu.ve/derecho/revista/idc31/art3.pdf. 

71	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 98-130; Domínguez Guillén, Mas sobre…, pp.100-110; 
Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Bancario y de Protección del Niño 
y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 1-6-07, Exp. Nº 5622, 
http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2007/junio/1321-1-5622-02.html. 

72	 Véase a propósito del ejercicio de una acción de amparo: TSJ/SConst., Sent. 2856 del 9-12-04; TSJ/
SConst., Sent. 1581 del 21-10-08.

73	Véase: artículo 480 de la LOPNNA de 2007. Posibilidad reseñada con anterioridad por la doctrina: 
Castillo Herde, Yumildre del Valle: Capacidad jurídica procesal de los niños, niñas y adolescentes. 
Especial referencia a la prueba de testigos. En: Cuarto Año de Vigencia de la Ley Orgánica para la 
protección del Niño y del Adolescente. V Jornadas sobre la LOPNA. Caracas, Universidad Católica 
Andrés Bello, 2004, p. 104, Si bien es cierto, el art 477 del CPC “declara inhábiles para declarar a 
quienes tengan menos de doce (12) años, por otro lado somos de la opinión que habría de dejarse 
a la discrecionalidad del Juez la decisión de declararlo o no”; Zerpa Aponte, Ángel: Valoración 
del testimonio del menor en los delitos sexuales. Diciembre de 2005 (en trámites de publicación: 
también en: ¿Igualdad procesal? Tres referencias en el proceso venezolano, 2009, http://revistas.
pucp.edu.pe/derechoprocesal/), “el problema de la capacidad para testificar de un menor, no 
es tanto un asunto de licitud en la obtención o incorporación de ese medio probatorio sino un 
problema de eficiencia del mismo, “...como consecuencia del grado de madurez de entendimiento 
y de la conciencia de la importancia y efectos que”... sobre el hecho que deba testimoniar, posea el 
niño y el adolescente en cada caso”; Acuerdo de la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, 
publicado en fecha 4 de junio de 2013, mediante el cual se dictan los Lineamientos sobre el 
testimonio de los niños, niñas y adolescentes en los procedimientos judiciales ante los Tribunales 
de Protección; TSJ/SConst., Sent. 1049 de 30-7-13. 

74	Véase: Domínguez Guillén, Mas sobre…, pp. 119 y 120; Varela Cáceres, La designación…., p. 493.
75	Véase: Ciuro Caldani, Miguel Ángel: El sujeto de la protección en el Derecho de Menores, p. 56, 

www.cartapacio.edu.ar/ojs/index.php/iyd/article/view/209/571 se es menor en relación a diferentes 
realizaciones situacionales que dependen de la maduración para la plena satisfacción de valores 
por uno mismo característica de la mayoría de edad. 

76	Véase: D’Antonio, Daniel Hugo: Actividad jurídica de los menores de edad. Argentina, Rubienzal-
Culzioni Editores, 3ª edic., 2004, p. 20, la incapacidad de obrar del menor de edad, sustentada 
en su incompleto desarrollo biopsicosocial, determina la organización de instituciones jurídicas 
destinadas a subsanar dicha incapacidad.
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ciones indicadas a un régimen de “representación”, que podría ser en ese 
orden subsidiario: patria potestad77, tutela78 o colocación79 (esta última con-
figura adicionalmente una “medida de protección”). El menor que contrae 
matrimonio entra ope legis en un régimen de asistencia y autorización que 
es la “emancipación”80, pues el estado de casado es incompatible con el some-
timiento a la potestad de un tercero; de allí que amén de un ligero aumento 
de la capacidad de obrar, el menor obtenga el autogobierno o libre gobierno 
de su persona. En los próximos temas nos dedicaremos al estudio de dichos 
regímenes asociados al tema de la capacidad.

Por otra parte, el ordenamiento81 consagra a favor del menor consagra di-
versas medidas de protección, expresamente desarrolladas en la LOPNNA82;  
que son dictadas por la autoridad competente en virtud de la amenaza o 
violación de sus derechos (art 125). Tales medidas están enumeradas en el 
artículo 126 eiusdem:

“Una vez comprobada la amenaza o violación a que se refiere el artículo anterior, 
la autoridad competente puede aplicar las siguientes medidas de protección:
a) Inclusión del niño, niña o adolescente y su familia, en forma conjunta o 
separada, según el caso, en uno o varios de los programas a que se refiere el 
artículo 124 de esta Ley.
b) Orden de matrícula obligatoria o permanencia, según sea el caso, en escuelas, 
planteles o institutos de educación.
c) Cuidado en el propio hogar del niño, niña o adolescente, orientando y apo-
yando al padre, a la madre, representantes o responsables en el cumplimiento 
de sus obligaciones, conjuntamente con el seguimiento temporal de la familia y 
del niño, niña o adolescente, a través de un programa.
d) Declaración del padre, de la madre, representantes o responsables, según sea 
el caso, reconociendo responsabilidad en relación al niño, niña o adolescente.
e) Orden de tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico, ambulatorio o en 
régimen de internación en centro de salud, al niño, niña o al adolescente que 
así lo requiera o a su padre, madre, representantes o responsables, en forma 
individual o conjunta, según sea el caso.
f) Intimación al padre, a la madre, representantes, responsables o funcionarios 
y funcionarias de identificación a objeto de que procesen y regularicen, con 
estipulación de un plazo para ello, la falta de presentación e inscripción ante 

77	Véase: infra XVI; LOPNNA, arts. 347 y ss.; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 131 y ss.
78	Véase: infra XVII; CC, arts. 301 y ss.; ibid., pp. 225-268.
79	Véase: infra XVIII; LOPNNA, arts. 396 y ss.; ibid., pp. 795-823.
80	Véase: infra XIX; CC, arts. 382 al 386; ibid., pp. 269-316.
81	Véase: art. 19 de la Convención Americana de Derechos Humanos: “Todo niño tiene derecho a las 

medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad 
y del Estado.”; art. 10, numeral 3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales que señala: “Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en protección 
y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de 
filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación 
económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su 
vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados 
deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado 
por la ley el empleo o sueldo de mano de obra infantil.”; Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, art. 24 y Art. 10, letra b.

82	Véase: Varela Cáceres, Introducción…, pp. 155-164; Hung Vaillant, Derecho.., pp. 275-299.
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el Registro del Estado Civil83 o las ausencias o deficiencias que presenten los 
documentos de identidad de niños, niñas y adolescentes, según sea el caso84.
g) Separación de la persona que maltrate a un niño, niña o adolescente de su 
entorno.
h) Abrigo.
i) Colocación familiar o en entidad de atención.
j) Adopción.
Se podrá aplicar otras medidas de protección si la particular naturaleza de la 
situación la hace idónea a la preservación o restitución del derecho, dentro de 
los límites de competencia del Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adoles-
centes que las imponga”. 

Las dos últimas medidas, a saber, colocación y adopción son exclusivas del 
órgano Jurisdiccional en tanto que las demás pueden ser dictadas en sede 
administrativa por el Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes 
(art. 129). De tal suerte que el órgano jurisdiccional a diferencia del órgano 
administrativo es más amplio respecto de la protección del menor 85. La colo-
cación es uno de los regímenes de protección que consideraremos en materia 
de capacidad86, en tanto que la adopción se estudia en la asignatura de Derecho 
de Familia87. Otras medidas como el abrigo que tiene carácter temporal (art. 
12788) o la intimación relativa al instrumento de identidad (art. 126, letra f), 
son dictadas en sede administrativa y pueden presentar relevancia en materia 
que nos ocupa. 

83	Véase: LORC, art. 84, núm. 4, que refiere que los nacimientos se registrarán en virtud de: “…4. 
Medida de protección dictada por el Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes. 

84	Véase: LORC, Disposición derogatoria Quinta, que deroga “parcialmente el artículo 516 en lo que 
respecta a la facultad-de los Consejos de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de rectificar 
errores materiales en las actas de nacimiento, así como cualquier otro artículo que colida con la 
presente Ley”.

85	Véase: TSJ/SPA, Sent. Nº 00185 de 15-3-17; TSJ/SPA, Sent. Nº 01185 del 24-11-10, “al tratarse el 
caso bajo examen de la medida de protección prevista en el literal c) del artículo 126, concatenado 
con la parte in fine de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, corres-
pondería a la Administración Pública, por órgano de los mencionados Consejos de Protección 
de Niños, Niñas y Adolescentes, el conocimiento de este asunto; no obstante, en el caso concreto 
se advierte lo siguiente. A la vista de nuestro ordenamiento jurídico existen otras instituciones 
llamadas a procurar la protección integral de los derechos e intereses de los niños, niñas y ado-
lescentes. Al respecto, también ex lege se ha dotado de competencia en esa materia a nuestros 
Tribunales de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes….De lo descrito se colige que los Tribu-
nales de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes detentan la competencia general en materia 
de protección de los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes; además se observa 
que están facultados para conocer de cualquier asunto afín con dicha materia, lo cual no excluye 
la posibilidad de conocer las medidas de protección establecidas en el artículo 126 de la referida 
Ley, en el caso de que éstas sean peticionadas en sede jurisdiccional, siendo que, en definitiva, 
debe privilegiarse el amparo de los derechos e interés de aquéllos, en el marco de lo establecido 
en el artículo 8 eiusdem de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente”.

86	Véase infra Capítulo XVIII.
87	Véase: LOPNNA, arts. 406 al 429, 493 y ss. ; Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, 

pp. 270-282.
88	Véase: LOPNNA, art. 127; Cornieles, Cristóbal: Comentarios a la medida de abrigo. En: Segundo 

año de vigencia de la Ley Orgánica para la protección del niño y del adolescente. Terceras jorna-
das sobre la LOPNA. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, Facultad de Derecho, Centro de 
Investigaciones Jurídicas, 2002, pp. 55-77.
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5. Derechos y deberes del niño y del adolescente89

La infancia y adolescencia como etapa crucial que define la personalidad 
y destino del individuo debe ser objeto de amparo legal90; su protección 
presenta un fundamento de orden natural por ser la etapa más vulnerable y 
fundamental del ser humano91. El sistema de protección integral que consagra 
la LOPNNA está orientado por varios principios92 entre los que cabe citar: el 
interés superior93, la prioridad absoluta, la protección integral, la participación 
y rol fundamental de la familia, la gratuidad.

89	Véase: Cornieles, Cristobal: Los derechos y deberes de los niños, niñas y adolescentes en la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela: Una aproximación general. En: Primer 
año de vigencia de la LOPNA. Segundas Jornadas sobre la Ley Orgánica para la protección del 
niño y del adolescente. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, Facultad de Derecho, Centro 
de Investigaciones Jurídicas, 2001, pp. 37-53; Wills Rivera, Lourdes: Derechos fundamentales y 
deberes del niño y del adolescente. En: LEX NOVA. Nº 241. Colegio de Abogados del Estado Zulia, 
2003, pp.13-46; Domínguez Guillén, María Candelaria: Consideraciones sobre los principios de la 
Niñez y la Adolescencia. En: LEX NOVA. Nº 242. Colegio de Abogados del Estado Zulia, 2003, pp. 
179-228; Varela Cáceres, Introducción…, pp. 151-153. Véase aunque referido al ámbito laboral y 
con anterioridad a la LOPNNA: Parra Aranguren, Fernando: Derechos y deberes del trabajador 
joven y algunos problemas derivados del trabajo de menores en Venezuela. En: Revista sobre 
Relaciones Industriales y laborales. Nº 12/13, Año 5. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 
enero-diciembre 1983, pp. 103-117. 

90	Véase: Lando, Juan Carlos: Hacia la protección integral de la minoridad. Buenos Aires, edit. 
Depalma, 1950; Calvento Solari, Ulbandino: Derecho sobre niñez en América Latina. En: Derechos 
del Niño. Políticas para la Infancia. Caracas, UNICEF, S/f, T. I, pp. 282-305; Parra de Rojas, María 
Cristina: La legislación de protección de los niños, niñas y adolescentes en Venezuela para finales 
de 2012. En: Libro Homenaje a Clarisa Sanoja de Ochoa, Caracas, Academia de Ciencias Política 
y Sociales, UCAB, Universidad del Zulia, Banco Occidental de Descuento, 2013, Comp y Coord. 
Alfredo Morles y Astrid Uzcategui, pp. 505-527.

91	Véase Peñaranda Quintero, Héctor Ramón: Fundamentos del Derecho de la niñez y de la 
adolescencia. Maracaibo, Ediluz, 2009; Domínguez Guillén, Consideraciones sobre los principios…, 
pp. 181-189 (“Fundamento de la protección a la infancia y adolescencia”).

92	Véase: Varela Cáceres, Introducción…, pp. 137-150; pp. Graterón Garrido, ob. cit.., pp. 172-175; 
Domínguez Guillén, Consideraciones sobre los principios…, pp. 189-202; Wills, Derechos…, pp. 26-
28; Rengifo Camacaro, R. Arístides: Comentarios a la Ley Orgánica para la protección del Niño y 
del Adolescente. Parte sustantiva. En: Revista de Derecho Nº 19. Caracas, Tribunal Supremo de 
Justicia, 2005, pp. 386-401.

93	Véase: Constitución, art. 78, Convención sobre los Derechos del Niño, art. 3.1, LOPNNA, art. 8; 
Rivero Hernández, Francisco: El interés del menor. Madrid, Dykinson, 2000, pp. 96-102, alude al 
“relativismo” del concepto; Clavijo Suntura, Harry: El interés del menor como concepto jurídico 
indeterminado y las técnicas de su determinación en situaciones de crisis familiar. Pórtico Legal 
17-12-07, http://www.porticolegal.com/int/int_Articulos.html ; Sillero Crovetto, Blanca: El interés 
superior del menor: y responsabilidades parentales compartidas: criterios relevantes. En: Revista de 
Actualidad Jurídica Iberoamericana Nº 6, IDIBE, febrero 2017, pp. 11-40, http://idibe.org/numeros-
de-revista/; Morales, Georgina: El interés superior del niño en materia de instituciones familiares. 
En: Segundo Año de Vigencia de la Ley Orgánica Para la Protección del Niño y del Adolescente. 
Terceras Jornadas sobre la LOPNA. Caracas, Universidad Católica “Andrés Bello”, Facultad de 
Derecho, Centro de Investigaciones Jurídicas, 2002, pp. 397-440; Reyna de Roche, Carmen Luisa: 
Del interés del menor al interés superior de los niños, niñas y adolescentes. En: Primer Año de 
vigencia de la Ley Orgánica para la protección del Niño y del Adolescente. Segundas Jornadas 
sobre la LOPNA. Caracas, Universidad Católica “Andrés Bello”, Facultad de Derecho, Centro de 
Investigaciones Jurídicas, 2001, pp. 55-81; Reyna de Roche, Carmen Luisa: Del “Interés del Menor” al 
“Interés superior del niño” en la protección jurídica de la infancia en Venezuela. En: De los menores 
a los niños una larga trayectoria. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Instituto de Derecho 
Privado, 1999, pp. 359-384; Wills Rivera, Lourdes: Visión jurisprudencial sobre el interés superior 
del niño. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 136, Universidad Central 
de Venezuela, 2012, pp. 123-158; Varela Cáceres, Introducción.., pp. 141-148; Domínguez Guillén, 
Consideraciones…, pp. 193-196.
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La participación del menor se hace evidente especialmente porque su 
opinión debe necesariamente ser escuchada en todo asunto o procedimiento 
(judicial o administrativo) que le interese, de conformidad con el art. 80 de la 
LOPNNA y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.94 Se aprecia a 
propósito de un amparo en razón de una adolescente que fue suspendida de 
la unidad educativa “La opinión de los niños, niñas y adolescentes, en razón a 
la orientación anterior, no constituye medio de prueba, a tal efecto, no resulta 
valorable como probanza por quien suscribe, sin embargo, resulta vital deno-
tar, que el ser oído, es un derecho que posee todos los niños, niñas y adoles-
centes, consagrado en el artículo 80 de la Ley Orgánica para la Protección de 
Niños, Niñas y Adolescentes, que como sujetos de derecho, les permite dar su 
impresión acerca de su situación personal, muy especialmente con respecto 
a la litis planteada, por lo tanto es apreciada por esta Sentenciadora, al ser 
demostrativa de la condición física, psíquica y emocional, en que se encuentra 
la adolescente de autos, e incluso, de cómo el proceso instaurado ha influido 
en su esfera subjetiva, considerándose entonces de suma importancia, para 
dictar una decisión acorde con su interés superior” 95. Se aprecia un caso donde 
en atención a la opinión de la adolescente se admite que es factible adjudicar 
la custodia de la adolescente a una persona distinta al tutor96.

94	Véase: Orientaciones sobre la garantía del derecho humano de los niños, niñas y adolescentes a 
opinar y ser oídos en los procedimientos judiciales ante los Tribunales de Protección, Tribunal 
Supremo de Justicia, Sala Plena, 25-4-07 (GO 38.705 de 14-6-07); Dubuc Pineda, Enrique: Notas 
sobre el acto procesal de oír la opinión de los niños, niñas y adolescentes. En: La garantía del 
derecho de los niños, niñas y adolescentes a opinar y ser oídos en los procedimientos judiciales. 
Recopilación de aportes para la formación en el ámbito judicial. Caracas, Tribunal Supremo 
de Justicia y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), 2008, pp. 69-94. Véase 
también: Reglamento para el uso de la cámara de Gesell de los Tribunales de Protección de Niños, 
Niñas y Adolescente, dictado por el TSJ el 30-9-09 (G.O. 39.320 de 3-12-09), relativo a un sistema 
de entrevista, comunicación y grabación por un espacio debidamente acondicionado (art. 2) que 
pretende promover y asegurar la intimidad de las opiniones necesarias que deben expresar los 
niños y adolescentes (art. 3); debe ser solicitada (art. 6); Véase: TSJ/Sala Constitucional, Sent. 
390 del 1-4-05, J.R.G., T. 221, pp. 57-62, el Tribunal se apartó infundadamente de la opinión de 
las niñas quienes tienen derecho conforme al artículo 12 de la Convención de los Derechos del 
Niño a expresar libremente su opinión en los asuntos que los afecten, instrumentos con rango 
constitucional de conformidad con el artículo 23 de la Constitución y que es desarrollado en los 
artículos 8 y 80 de la LOPNA. (véase especialmente pag. 61); TSJ/SConst., Sent. 1953 de 25-7-05; 
TSJ/SPA, Sent. 01196 del 25-11-10, “Por tanto, en todo convenio en el cual se pretenda acordar 
la residencia del niño o del adolescente debe garantizársele el ejercicio personal de su derecho a 
opinar y a ser escuchado, ya que se trata de la toma de una decisión que afecta directamente sus 
intereses” (en el mismo sentido: TSJ/SPA, Sent.00114 de 3-2-10). 

95	Juez del Tribunal Tercero (3º) de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del Tribunal 
de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 
de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Sent. 17-2-11, http://apure.tsj.gov.ve/
decisiones/2011/febrero/2461-17-AP51-O-2011-001139-PJ0552011000014.html. 

96	TSJ/SConst., Sent. 359 de 23-3-12, “se violaron los derechos constitucionales a la adolescente, al 
obligarle a permanecer en un hogar y con una familia que para ese momento no deseaba estar, 
sin valorar sus sentimientos y su voluntad…esta Sala declara la nulidad de cualquiera actuación 
judicial que tenga por objeto el traslado forzoso de la actual adolescente a la que se refiere el caso 
al hogar del tutor interino…se ordena al órgano competente del Tribunal de Protección de Niños, 
Niñas y Adolescentes que conozca de la causa escuchar nuevamente a la adolescente, …a tales 
efectos deberá ordenar la elaboración de un informe integral y cualesquiera otras diligencias que 
estime pertinentes, para que con base en la doctrina expuesta y con las resultas de los actos que 
se ordenan practicar, decida si procede el otorgamiento de la custodia que se discute a la quejosa”.
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Ciertamente existen instrumentos normativos que amparan la minoridad, 
tales como la Constitución97 (arts. 75, 78 y 79), Convención de los Derechos 
del Niño98, la Declaración de los Derechos del Niño99, la LOPNNA100, CC101, 
entre otros102. LA LOPNA de 1998 en su Exposición de Motivos103, señalaba 
que dicha normativa pretende una protección “integral”104 de la minoridad por 

 97	Véase: Rico Pérez, Francisco: La Protección de los Menores en la Constitución y en el Derecho Civil. 
Madrid, edit. Montecorvo S.A., 1980; Alcon Yustas, María Fuencisla: La protección de los derechos 
del niño en la Constitución española y en las constituciones de nuestro entorno. En: El menor y 
la familia: Conflictos e implicaciones. Jesús Rodríguez Torrente (editor). Madrid, Universidad 
Pontificia Comillas, Instituto Universitario “Matrimonio y Familia”, Nueva Serie III, 1998, pp. 
189-207; Wills Rivera, Lourdes: Protección de los derechos constitucionales de la familia. En: 
Revista de la Fundación Procuraduría General de la República Nº 20, Caracas, 1998, pp. 107-133; 
Domínguez Guillén, María Candelaria: La protección constitucional de los incapaces. En: temas de 
Derecho Administrativo. Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani. Colección Libros Homenaje 
Nº 7. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, Vol. I, pp. 620-630.

 98	Asamblea general de la ONU el 20-11-89. G.O. 34.451 del 29-8-90. Véase: Guerra, Víctor Hugo: 
La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (CDN) y sus relaciones con el 
ordenamiento jurídico venezolano. Especial Referencia al Derecho Internacional Privado. En: De los 
menores a los niños una larga trayectoria. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Instituto 
de Derecho Privado, 1999, pp. 171-220; Salado Osuna, Ana: La Convención sobre los Derechos del 
Niño. Las obligaciones asumidas por los Estados. En: Los Derechos de la Infancia y de la Adoles-
cencia. Primeras Jornadas sobre Derechos Humanos y Libertades Fundamentales. España, Mira 
Editores, 2000, pp. 19-60.

 99	Asamblea general de la ONU el 20-11-59.
100	Con anterioridad a dicha ley existía la Ley Tutelar de Menores que consagraba normas protectoras 

de la minoridad.
101	Algunas de sus normas todavía están vigentes por ejemplo en materia de tutela, emancipación y 

algunas de patria potestad (representación y administración).
102	Vale citar entre otros la LPFMP y la LORC.
103	Indica la Exposición de Motivos: “La doctrina de la protección integral rompe con la doctrina de 

la situación irregular y obliga a repensar profundamente el sentido de las legislaciones para la 
infancia, convirtiéndolas en instrumentos eficaces de defensa y promoción de los Derechos Humanos 
específicos de todos los niños y adolescentes no solamente menores.”… “En el paradigma de la situa-
ción irregular <<los menores son una suerte de categoría residual respecto a la categoría infancia, 
resultado de la marginación social. Son aquellos niños y adolescentes que tienen necesidad de tutela 
o de medidas socio-educativas porque no han gozado, como los niños y adolescentes sólidamente 
insertos en el sistema escuela-familia, de los derechos fundamentales que las Constituciones reco-
nocen>>. Se establece entonces, en el universo de la infancia, diferencias entre los sectores incluidos 
y excluidos en la cobertura de las políticas básicas: a los incluidos se les llama niños, adolescentes, 
jóvenes y a los excluidos, menores.” Por nuestra parte, reiteramos nuestro comentario realizado 
supra, según el cual pensamos que la referencia a “menor” no tiene connotación despectiva 
alguna pues simplemente se refiere a quien no ha alcanzado la mayoridad. No creemos que un 
nuevo sistema de protección integral tenga su base en una terminología enteramente jurídica y 
mucho menos que eso sea la causa de la situación social y jurídica de los “menores de edad” o de 
la desprotección de la “niñez o la adolescencia”. 

104	Véase: Buaiz Valera, Yury Emilio: Introducción a la doctrina de la protección integral de los niños. 
En: Introducción a la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente. Caracas, Uni-
versidad Católica Andrés Bello, 2000, pp. 9-26; Buaiz Valera, Yury Emilio La Convención sobre los 
Derechos del Niño: Principio del fin de la doctrina de situación irregular. En: Derechos del Niño. 
Textos básicos. Caracas, UNICEF, 1996, pp. 99-111; Cornieles, Cristóbal: Los Principios de la doc-
trina de la protección integral y las disposiciones directivas de la Ley Orgánica para la Protección 
del Niño y del Adolescente. En: Introducción a la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del 
Adolescente. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 2000, pp. 39-64; Seda Morales, Edson. 
La Protección Integral. En: Derechos del Niño. Textos Básicos. Caracas, UNICEF, 1996; Morais 
de Guerrero, María Gracia: La doctrina de la protección integral, base para un cambio legislativo. 
En: De los Menores a los Niños, una larga trayectoria. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
Instituto de Derecho Privado, 1999, pp. 221-235.
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oposición a la vieja doctrina de la “situación irregular” derivada de un “cambio 
de paradigma”. Aunque ciertamente la protección a la infancia precisa de algo 
más que una distinción terminológica y una nueva normativa.

El menor de edad tiene a su favor toda la protección jurídica en cuanto a de-
rechos que tiene la persona en general. La LOPNNA en su Título II, “Derechos, 
Garantías y deberes” (arts. 10 y ss.) señala un considerable número de derechos 
del niño entre los que cabe mencionar a titulo enunciativo por ejemplo la vida, 
la intimidad, la privacidad, el honor, la educación, salud, ser criado por sus 
progenitores, etc.105 Cualquier derecho inherente a la persona es predicable 
respecto del menor, algunos más susceptibles en razón de su delicado status. 

Todo sujeto es titular de deberes y derechos, ello es correlativo a la noción 
de persona106, por lo que al menor –como es natural– le alcanzan los mismos 
deberes que a cualquier persona. Sin embargo, la LOPNNA enumera expresa-
mente los deberes107 del menor en el artículo 93, lo que para algunos no deja 
de ser novedoso108. Pero la verdad es que así como acontece con los derechos, 
cualquier enumeración con relación a los deberes presenta un carácter mera-
mente enunciativo, porque los deberes son correlativos a los derechos y por 
tanto cuantiosos, situación de la que obviamente no escapa el menor por su 
innata condición de persona.

105	Véase: Varela Cáceres, Introducción…, pp. 151-153; Domínguez Guillén, Consideraciones sobre los 
principios…, pp. 202-219; Wills, Derechos…, pp. 29-41; Rengifo Camacaro, ob. cit., pp. 401-445; 
Graterón Garrido, ob. cit., pp. 176-182.

106	Véase: Convención Americana, art. 32. 
107	Véase; Domínguez Guillén, Consideraciones sobre los principios…, pp. 219 y 221; Wills, Derechos…, 

pp. 42 y 43; Graterón Garrido, ob. cit., pp. 182-184.
108	Véase: Wills, Derechos…, p. 42, la consagración expresa de los deberes es ciertamente una nove-

dad en el derecho venezolano, aunque el deber de los hijos de honrar y respetar a sus padres se 
consagrados en todos los CC de Venezuela.


